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CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
SR. PHILIPPE LEGER
presentadas el 15 de julio de 2004:!

1. El presente asunto tiene por objeto la
interpretacién del Reglamento (CEE)
n° 259/93% que establece las reglas de los
procedimientos a los que estdn sometidos los
traslados de residuos entre Estados miem-
bros. Esas reglas varfan segin los residuos
estén destinados a la eliminacién o a la
valorizacién. Son menos rigurosas en el caso
de valorizacién que en el de eliminacién. Los
conceptos de eliminacién y de valorizacién
de residuos se definen en la Directiva
75/442/CEE® a la que remite expresamente
el Reglamento, *

2. El Reglamento prevé que la persona fisica
o jurfdica que se proponga realizar un
traslado de residuos desde un Estado miem-
bro a otro para su eliminacién o valorizacién,

1 — Lengua original: francés,

2 — Reglamento del Conscjo, de 1 de febrero de 1993, relativo a la
vigilancia y al control de los traslados de residuos en el
interior, a rn entrada y a la salida de [a Comunidad Europea
(DO L 30, p. 1), en su versién modificada por la Decisién
1999/816/CE de Ia Comisién, de 24 de novieere de 1999, por
Ia que se adaptan, de conformidad con el apartado 1 del
arliculo 16 y cf apartado 3 del artfculo 42, los anexos 11, 111, IV
y V del Reglamento (CEE) ne 259/93 (DO L 316, p. 45; en lo
sucesivo, «Reglamentor).

3 — Directiva del Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a los
residuos (DO L 194, p. 39 ; EE, 15/01, p. 129), en su version
madificada por la Directiva 91/156/CEE del Conscjo, de 18 de
marzo de 1991 (DO L 78, p. 32), y por la Decisién 96/350/CE
de la Comision, de 24 de mayo de' 1996 (DO L 135, p. 32 enlo
sucesivo, «Directivan).

4 — Artculo 2, letras i) y k).

denominada notificante, debe notificar su
proyecto de traslado a las autoridades
nacionales competentes de los paises intere-
sados, esto es, del pafs de destino ®, del pafs a
partir del cual debe realizarse el traslado ® y,
en su caso, del pais a través del cual debe
tener lugar el traslado?, asi como a la
empresa destinataria de esos residuos. El
Reglamento también dispone que la legisla-
cién nacional de cada Estado miembro podr4
prever que sea la autoridad competente de
expedicién quien tenga a su cargo transmitir
a las demds autoridades competentes y al
destinatario el proyecto que le haya presen-
tado el notificante,

3. En el presente asunto, se pide al Tribunal
de Justicia que precise cudles son las
facultades de la autoridad competente de
expedicion, a la que la legislacién nacional
atribuye la funcién de transmitir el proyecto
de traslado, cuando esa autoridad discrepe de
la clasificacidn de ese proyecto. Se trata de
determinar si esa autoridad, cuando estime
que un proyecto clasificado como «traslado

5 — En lo sucesivo, «autoridad competente de destino».
6 — En lo sucesivo, «autoridad competente de expedicionn.
7 — En lo sucesivo, «antoridad competente de trénsiton.
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de residuos para su valorizacién» corres-
ponde en realidad a un traslado para
eliminacion, estd facultada para reclasificar
de oficio ese traslado, o si puede devolver el
expediente al notificante, o, por dltimo, si
estd obligada a transmitir el proyecto tal
como ha sido clasificado, sin perder la
posibilidad de formular objeciones contra el
proyecto a causa de esa errénea clasificacion.

4, Antes de exponer brevemente el contexto
factico del litigio en cuyo marco se formula la
cuestién al Tribunal de Justicia, presentaré
las normas pertinentes del Reglamento y la
sentencia de 27 de febrero de 2002, ASA®,
mencionada por la resolucién de remisién y
en la que el Tribunal de Justicia dio
indicaciones que interesan para la respuesta
que propondré en el presente asunto.

I. El Reglamento

5. El objetivo del Reglamento es establecer
un sistema armonizado de procedimientos
mediante los cuales pueda limitarse la
circulacién de los residuos para garantizar
la proteccién del medio ambiente °. En su
exposicién de motivos se manifiesta que «los

8 — C-6/00, Rec. p. I-1961.

9 — Sentencia de 28 de junio de 1994, Parlamento/Consejo
(C-187/93, Rec. p. 1-2857), apartado 26.
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traslados de residuos deben ser objeto de
notificacién previa a las autoridades compe-
tentes para que éstas puedan estar debida-
mente informadas, en particular, del tipo,
movimiento y eliminacién o valorizacién de
dicho residuo y adoptar todas las medidas
necesarias para la proteccién de la salud
humana y el medio ambiente, incluida la
posibilidad de oponer objeciones razonadas
al trasladon. '°

6. El articulo 2, letra g), del mismo Regla-
mento define al notificante, en quien recae la
obligacién de notificacién, como el produc-
tor inicial de los residuos, o en su defecto
quien realice su recogida, o en su caso quien
los tenga en su posesién, y se proponga
trasladar o hacer trasladar los residuos.

7. El procedimiento aplicable a los traslados
de residuos entre Estados miembros estd
regulado en el titulo 11 del Reglamento, cuyo
capitulo A, que comprende los artfculos 3 a
5, se aplica a los residuos destinados a la
eliminacién, y su capitulo B, que incluye los
articulos 6 a 11, trata de los residuos
destinados a la valorizacion.

8. Los articulos 3 y 6 del Reglamento obligan
en términos idénticos al notificante que
tenga intencién de trasladar a otro Estado

10 — Noveno considerando.
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miembro residuos destinados a la elimina-
cién y la valorizacién, respectivamente, a
informar a la autoridad competente de
destino, y a enviar copia de la notificacién a
las autoridades competentes de expedicién y
de trdnsito asi como al destinatario.'! La
notificacién se realizard mediante el docu-
mento de seguimiento emitide por la auto-
ridad competente de expedicién.'? El noti-
ficante deberd cumplimentar el documento
de seguimiento y, si las autoridades compe-
tentes se lo exigen, facilitar informacién y
documentacién adicionales. > En especial,
deberd informar acerca de las operaciones de
eliminacién previstas en el anexo II A de la
Directiva 75/442 '* cuando los residuos estén
destinados a la eliminacién, o precisara las
operaciones de valorizacién contemlpladas en
el anexo II B de la misma Directiva *® cuando
se trate de un traslado con fines de
valorizacién. El notificante debera también
celebrar un contrato con el destinatario para
la eliminacién o la valorizacién de los
residuos, ajustado a los requisitos exigidos
por el Reglamento, ¢

9. Conforme a los artfculos 3, apartado 8, y
6, apartado 8, del Reglamento, «una auto-
ridad competente de expedicién podra deci-
dir, con arreglo a la legislacién nacional,
transmitir la notificacién, en lugar de hacerlo
el notificante, a la autoridad competente de
destino, con copia al destinatario y a las

11 — Articulos 3, apartado 1, y 6, apartado 1.

12 — Artfculos 3, apartado 3, y 6, apartado 3,

13 — Articulos 3, apartado 4, y 6, apartado 4.

14 — Artlculo 3, apartado 5.

15 — Axtfculo 6, apartado 5, quinto guién.

16 — Articulos 3, apartado 6, y 6, apartado 6, del Reglamento.

autoridades competentes de trinsito afec-
tadas».

10. El articulo 3, apartado 8, a diferencia del
artfculo 6, apartado 8, contiene ademds un
parrafo segundo que prevé lo siguiente,
Cuando la legislacidn nacional le confiera la
funcién de notificar el documento de segui-
miento, «la autoridad competente de expe-
dicién podrd decidir no efectuar ninguna
notificacién cuando desee plantear objecio-
nes inmediatas al traslado, de conformidad
con lo dispuesto en el apartado 3 del
articulo 4. Inmediatamente informard de
dichas objeciones al notificante». '’

11. Tras recibir la notificacién de un pro-
yecto de traslado, para eliminacién o para
valorizacién, la autoridad competente de
destino enviard al notificante, en un plazo
de tres dfas laborables, un acuse de recibo y
una copia del mismo a las demés autoridades
competentes afectadas y al destinatario, '® EI
envio de ese acuse de recibo constituye la
fecha de inicio de los plazos dispuestos para
que esas autoridades se manifiesten sobre la
operacién de eliminacién o de valorizacién.

17 — El articulo 4, apartado 3, determina, como expondré, los
molivos que pueden ser invocados por las autoridades
competentes para oponerse a fa operacién de eliminacién
prevista, o someterla a determinadas condiciones.

18 — Artlculos 4, apartado 1, y 7, apartado 1.
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12. En lo que atafie a las operaciones de
eliminacién, el articulo 4 del Reglamento
establece que deben ser autorizadas por la
autoridad de destino. Esa autorizacién sélo
puede ser concedida si no hay objeciones por
parte de las autoridades competentes de
expedicién o de trénsito. Estas disponen de
un plazo de 20 dfas a contar desde el envio
del acuse de recibo para oponer esas
objeciones o someter el traslado a determi-
nadas condiciones. La autoridad de destino
debe adoptar su decisién de autorizar, con o
sin condiciones, o de denegar el traslado
proyectado no antes de transcurridos 21 dias,
y a més tardar 30 dias después del envio de
ese acuse de recibo. *°

13. Las objeciones y las condiciones que
pueden oponerse o imponerse por las auto-
ridades competentes se enuncian en el
articulo 4, apartado 3. Segun la letra a) de
este precepto, los Estados miembros podrin
tomar medidas de prohibicién general o
parcial o de oposicién sistemdtica a los
traslados de residuos a fin de aplicar los
principios de proximidad, de prioridad de la
valorizacién y de autosuficiencia a nivel
comunitario y nacional con arreglo a lo
dispuesto en la Directiva 75/442. Segin el
articulo 4, apartado 3, letra b), las auto-
ridades competentes de expedicién y de
destino podrén formular también objeciones
motivadas a los traslados previstos cuando
éstos no se ajusten a lo dispuesto en aquella
Directiva, con el fin de aplicar el principio de
autosuficiencia a nivel comunitario y nacio-
nal, o cuando la instalacién tenga que
eliminar los residuos de una fuente préxima

19 — Articulo 4, apartado 2, letras a) y b).
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y la autoridad competente haya dado priori-
dad a esos residuos, o para garantizar que los
traslados cumplen los planes de gestién de
residuos. Ademds, segin la letra c) del
mismo articulo, las autoridades competentes
podrin formular objeciones motivadas al
traslado previsto, en primer lugar si no se
ajusta a la normativa nacional en materia de
proteccién del medio ambiente, de orden
publico, de seguridad piblica o de protec-
cién de la salud, en segundo lugar, cuando el
notificante o el destinatario hayan sido
anteriormente condenados por traslados
ilicitos, y en tercer lugar, si el traslado es
contrario a las obligaciones dimanantes de
convenios internacionales celebrados por el
Estado o los Estados miembros afectados.

14. Por lo que se refiere a los residuos
destinados a la valorizacién, el articulo 7 del
Reglamento prevé que las autoridades com-

petentes de destino, de expedicién y de

trénsito disponen de un plazo de 30 dias, a
partir del envio del acuse de recibo, para
formular objeciones al traslado 20 y de un
plazo de 20 dfas a partir del mismo envio
para fijar las condiciones relativas al trans-
porte de residuos dentro del dmbito de su
competencia. 21 Los motivos en los que
pueden fundarse esas objeciones se enuncian

20 — Articulo 7, apartado 2.
21 — Articulo 7, apartado 3.
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en el articulo 7, apartado 4, y son
menos numerosos que en el caso de los
residuos destinados a la eliminacién. Si no se
ha formulado objecidn alguna en el plazo de
30 dias, el traslado puede realizarse en un
plazo de un afio a partir de esa fecha.?? Sin
embargo, el consentimiento de las auto-
ridades competentes deberd otorgarse por
escrito antes de que se inicie el traslado
cuando los residuos destinados a la valoriza-
cién sean de los mencionados en el anexo IV
del Reglamento, titulado «Lista roja de
residuos» porque son considerados particu-
larmente peligrosos, o cuando los residuos
de que se trate atin no estén incluidos en
alguno de los anexos del mismo Regla-
mento,

15. El artfculo 26 del Reglamento, también
mencionado en la cuestién formulada por el
érgano jurisdiccional remitente, define el
concepto de «trifico ilicito» y prevé las
consecuencias que generard segin deba ser
imputado al notificante o al destinatario.

II. La sentencia ASA

16. En la sentencia ASA, antes citada, el
Tribunal de Justicia tuvo que conocer de una
situacidn en la que la autoridad competente
de expedicion habfa opuesto una objecién a
un proyecto de traslado clasificado como
operacién de valorizacién por el notificante,

22 — Avtfeulo 8.
23 — Artlculo 10.

en razén de que a juicio de esa autoridad se
trataba de una operacién de eliminacién. **
En ese asunto las reglas del articulo 6,
apartado 8, del Reglamento no eran aplica-
bles, pues el propio notificante debia comu-
nicar su proyecto a todas las autoridades
competentes y al destinatario. Se pregunté al
Tribunal de Justicia si la autoridad compe-
tente de expedicién estd facultada para
comprobar si un proyecto de traslado
clasificado en la notificacién como «traslado
de residuos para su valorizacién» corres-
ponde efectivamente a esa clasificacién, y de
ser asf, si puede oponerse a ese traslado
cuando la clasificacién decidida por el
notificante es errénea, y en qué norma de
Derecho comunitario debe basarse en tal
supuesto aquella autoridad.

17. El Tribunal de Justicia declaré que del
sistema establecido mediante el Reglamento
se desprende que todas las autoridades
competentes destinatarias de la referida
notificacién deben comprobar que la clasifi-
cacién efectuada por el notificante se ajusta a
lo dispuesto en el Reglamento y oponerse al
traslado cuando tal clasificacién sea inco-
rrecta. *® De ello dedujo que si la autoridad
competente de expedicién considera que en
la notificacién se ha clasificado incorrecta-
mente la finalidad de un traslado, debe
fundar su objecién al traslado en el motivo
basado en dicho error de clasificacién, sin
hacer referencia a una de las disposiciones

24 — Una sociedad austriaca se proponfa trasladar a Alemania
escorias y cenizas producidas por una instalacidn de
tratamiento de residuos de la ciudad de Viena (Austria) con
objeto de rellenar las galerfas de una antigua mina de sal en
Kochendorf {Alemania).

25 — Apartados 39 y 40.
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especificas del Reglamento que definen las
objeciones que los Estados miembros gueden
formular a los traslados de residuos. “°

18, El Tribunal de Justicia sefial6 cudles eran
los efectos de tal objecién. Al igual que las
demds objeciones previstas por el Regla-
mento, esa objeci6n tiene como efecto
impedir el traslado.?” El notificante podra
entonces, bien renunciar a trasladar los
residuos a otro Estado miembro, bien
presentar una nueva notificacién, o bien
interponer cualquier recurso oportuno con-
tra la resolucién de la autoridad competente
de expedicién en la que se formula una
objecién al traslado. El Tribunal de Justicia
precis6 no obstante que, en cualquier caso,
no incumbe a una autoridad competente
efectuar de oficio una nueva clasificacién de
la finalidad de un traslado de residuos, dado
que esta nueva clasificacién unilateral ten-
drfa como consecuencia que un mismo
traslado fuera examinado por las distintas
autoridades competentes a la luz de dispo-
siciones que forman parte de distintos

capitulos del Reglamento, lo que seria

incompatible con el sistema establecido
por éste.

19. Por otra parte, el Tribunal de Justicia
record6 que habia declarado en la sentencia
de 13 de diciembre de 2001, DaimlerChrys-
ler, ?® que el procedimiento establecido por el
Reglamento garantiza al notificante que su

26 — Apartado 47.

27 — Idem.

28 — Apartado 48.

29 — C-324/99, Rec. p. I-9897.
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proyecto de traslado serd examinado en los
plazos sefialados por el citado Reglamento y
que, a mas tardar en la fecha en que expiren
tales plazos, serd informado de si puede
realizar el traslado y, de ser asf, en qué
condiciones.?® De ello dedujo que la obje-
cién de la autoridad competente de expedi-
cién relativa a la clasificacion incorrecta de
un traslado notificado como traslado de
residuos destinados a la valorizacién, cuando
segin esa autoridad se trate de una opera-

-cién de eliminacién, debe formularse dentro

del plazo previsto en el articulo 7, apartado 2,
del Reglamento. 3!

IIL. Los hechos

20. La sociedad anénima Siomab3? explota
en Bruselas una fibrica de incineracién de
residuos domésticos y productos asimilados
que produce residuos, principalmente caga-
fierro y sales. En noviembre de 2001 Siomab
celebré un contrato con una sociedad
alemana para el enterramiento de esas sales
en las galerfas de minas de sal de Teuts-
chenthal, en Alemania. El 4 de diciembre de
2001 Siomab notificé su proyecto de traslado
al Institut bruxellois pour la gestion de
I'environnement 3, en su condicién de auto-
ridad competente de expedicién. Conforme
al articulo 6, apartado 8, del Reglamento, la
Orden de 7 de julio de 1994 del Gouverne-
ment de la Région de Bruxelles-Capitale,

30 — Apartado 49,

31 — Apartado 50.

32 — En lo sucesivo, «Siomabn».
33 — En lo sucesivo, «<IBGE».
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relativa a la importacién y exportacién
internacional de residuos confiere al IBGE
la funcién de transmitir la notificacién a las
demds autoridades competentes y al desti-
natario.

21. Siomab clasificé el traslado proyectado
como operaciéon de valorizaciéon. El IBGE,
considerando que se trataba de una opera-
cién de eliminacion, reclasificé de oficio el
traslado antes de notificarlo a la autoridad
competente de destino, en Alemania, Esta se
opuso a ese traslado, en razén de que,
conforme al Derecho minero aleman, en la
mina de Teutschenthal sélo es autorizable la
valorizacién y no la eliminacién.

22. El 9 de abril de 2002, Siomab present6
por segunda vez su expediente al IBGE,
manteniendo la clasificacién inicial de la
operacion. Alegé que, conforme a la senten-
cia ASA, antes citada, el IBGE estaba
obligado a transmitir la notificacién a la
autoridad competente de destino, sin poder
reclasificar la finalidad del trastado. EI 29 de
abril de 2002, el IBGE, reiterando su
apreciacién, devolvié el expediente a Siomab,
en razén de que a su juicio la clasificacién de
la operacién era errénea.

23. Siomab interpuso entonces ante el Con-
seil d’Etat (Bélgica) un recurso de anulacién
contra la decisién del IBGE denegatoria de la
transmisién a la autoridad competente de

destino de la notificacién del traslado de
residuos proyectado. El 14 de mayo de 2002,
Siomab solicité ademds al juez de medidas
cautelares que ordenara al IBGE a transmitir
a la autoridad competente de destino la
notificacién sin modificarla. Mediante auto
de 8 de julio de 2002, el Presidente del
Tribunal de premiére instance de Bruxelles
(Bélgica) desestimé la demanda de Siomab.
Esta recurrié en apelacién contra ese auto
ante la Cour d’appel de Bruxelles,

IV, Cuestién prejudicial

24. En apoyo de su recurso, Siomab sostuvo
que, conforme a la sentencia ASA, antes
citada, no incumbfa al IBGE reclasificar de
oficio la finalidad del traslado de residuos, y
que, en el contexto del procedimiento
especifico regulado por el articulo 6, apar-
tado 8, del Reglamento, relativo a las
operaciones de valorizacion, aquél no faculta
a la autoridad competente de expedicién
para denegar la transmisién de la notifica-
cién del proyecto de traslado.

25, El IBGE mantuvo, al contrario, que tenfa
el deber de verificar la clasificacién del
proyecto y que por tanto no estaba obligado
a realizar su transmisién en caso de burlar el
Reglamento,
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26. Estimando que la solucién del litigio
requerfa la interpretacién del Reglamento, la
Cour d'appel de Bruxelles decidi6 suspender
el procedimiento y formular al Tribunal de
Justicia la siguiente cuestién:

«En el supuesto de que un Estado miembro
recurra al mecanismo de notificacién del
documento de seguitniento por la autoridad
competente de expedicién en virtud de los

articulos 3, apartado 8, y 6, apartado 8, del

Reglamento n° 259/93, los articulos 3, apar-
tado 8, 4, apartado 3, 6, apartado 8, 7,
apartado 4, y 26 del Reglamento, ;han de
interpretarse en el sentido de que:

a) la autoridad competente de expedicién
a efectos de este Reglamento, facultada
para verificar si un proyecto de traslado
clasificado en la notificacién como
“traslado de residuos destinados a la
valorizacién” corresponde efectiva-
mente a esa clasificacién, puede, cuando
estime que ésta es erronea,

i) negarse a transmitir el documento
de seguimiento en razon de esa
clasificacién errénea, instando al
notificante a presentar un nuevo
documento de seguimiento,

I-9980

ii) realizar la transmisién del docu-
mento de seguimiento tras haber
reclasificado el proyecto de traslado
como “traslado de residuos destina-
dos a la eliminaci6n”,

iti) realizar la transmisién del docu-
mento de seguimiento que incluye
la clasificacién errénea, adjuntando
inmediatamente a esa transmisién
una objeci6n basada en este error de
clasificacion;

b) o, por el contrario, la autoridad compe-
tente de expedicion estd obligada a
transmitir la notificacién asi clasificada
por el notificante a la autoridad compe-
tente de destino, pero conservando la
facultad, si considera que la finalidad del
traslado fue erréneamente clasificada,
de oponer, simultineamente o a poste-
riori, una objecién motivada por ese
error de clasificacion?»

V. Apreciacién

27. Mediante su cuestién prejudicial, el
érgano jurisdiccional remitente pregunta,
en esencia, si el Reglamento debe ser
interpretado en el sentido de que, en el
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supuesto de que un Estado miembro haga
uso del procedimiento de notificacién del
documento de seguimiento por la autoridad
competente de expedici6n, en aplicacién de
los articulos 3, apartado 8, y 6, apartado 8,
del Reglamento, la autoridad competente de
expedicion, cuando estime que esa clasifica-
cién es errénea;

— puede denegar la prictica de la notifi-
cacion en razén de la clasificacion
errénea del proyecto de traslado, e
instar al notificante a presentar un
nuevo documento de seguimiento;

— o puede reclasificar de oficio el proyecto
de traslado antes de llevar a cabo su
notificacion;

— o bien debe realizar esa notificacién
formulando simultdneamente o a4 poste-
riori una objecién motivada por ese
error de clasificacién,

28. He expuesto que en la sentencia ASA,
antes citada, el Tribunal de Justicia estimé
que la autoridad competente de expedicién,
si considera que la clasificacién del traslado
proyectado como operacién de valorizacién
es errénea, no puede reclasificar de oficio la
finalidad del traslado de residuos y debe

oponer una objecién dentro del plazo
previsto por el articulo 7, apartado 2, del
Reglamento. En el asunto presente, se trata
de determinar si esa solucién es aplicable
cuando la normativa de un Estado miembro
dispone que, en virtud de los articulos 3,
apartado 8, y 6, apartado 8, del Reglamento,
la propia autoridad competente de expedi-
cién debe asumir, en lugar del notificante, la
transmisién del proyecto de traslado a las
demiés autoridades competentes y al desti-
natario.

29. Al igual que la Comisién, los
Gobiernos italiano y neerlandés y Siomab, y
al contrario que las demds partes intervi-
nientes, opino que las respuestas expresadas
en la sentencia ASA, antes citada, son
ciertamente aplicables a ese supuesto, de
modo que la autoridad competente de
expedicién no estd facultada, a mi parecer,
para reclasificar de oficio la operacién
proyectada ni para devolver el expediente al
notificante, sino que estd obligada a trans-
mitir el documento de seguimiento y oponer
una objecién en los plazos fijados para ese
fin. Apoyo este andlisis en la redaccién de las
normas de los articulos 3, apartado 8, y 6,
apartado 8, del Reglamento.

30. En efecto, esas normas confieren a los
Estados miembros la facultad de atribuir a la
autoridad competente de expedicién la
funcién de transmitir el proyecto de traslado,
en lugar del notificante, a las demds auto-
ridades competentes y al destinatario de los
residuos. Esas normas, recuérdese, preten-
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den armonizar en el 4mbito comunitario las
reglas de procedimiento aplicables al traslado
de residuos. No prevén en modo alguno que
los Estados miembros puedan atribuir a la
autoridad competente de expedicién la
facultad de reclasificar de oficio la finalidad
del traslado antes de realizar esa transmisién.
La consecuencia de tal reclasificacién serfa
que el proyecto fuera examinado por las
demds autoridades competentes segtn haya
sido reclasificado vy no tal como fue presen-
tado por el notificante. Ahora bien, los
articulos 3, apartado 8, y 6, apartado 8, del
Reglamento no prevén ninguna excepcién a
las normas enunciadas respectivamente por
los articulos 3, apartados 1 a 5, y 6,
apartados 1 a 5, del Reglamento, de los que
resulta que sélo al notificante corresponde
clasificar la operacién de traslado proyectada
y cumplimentar con ese fin el documento de
seguimiento.

31. En cuanto a la facultad de esa autoridad
para denegar la transmisién y devolver el
expediente al notificante cuando considere
que la clasificacién del proyecto es errénea,
aquélla me parece excluida por el propio
contenido de las reglas de que se trata,

32. En efecto, como han destacado las partes
intervinientes, cuyo criterio comparto, tni-
camente el articulo 3, apartado 8, pérrafo
segundo, del Reglamento prevé la facultad de
la autoridad competente de expedicién para
denegar la transmision de la notificacion del
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proyecto, por lo que tal facultad sélo existe
en caso de notificacién de un traslado de
residuos destinados a la eliminacién segtn el
documento de seguimiento. Pero esa facul-
tad sélo puede ejercerse por los motivos
enunciados en el articulo 4, apartado 3, del
mismo Reglamento, cuyo contenido he
recordado anteriormente en el punto 13.

Més concretamente, las reglas del articulo 4,

apartado 3, letras b) y c), establecen los
motivos por los que los Estados miembros
pueden oponer objeciones a un determinado
traslado de residuos. * Pues bien, a mi juicio
ninguno de esos motivos comprende un
error de clasificacién del proyecto de tras-
lado.®* Ademds, el Tribunal de Justicia ha
afirmado que esa enumeracién de los supu-
estos en los que los Estados miembros
pueden oponerse a un traslado de residuos
destinados a la eliminacién es de cardcter
taxativo,®® por lo que no puede ser inter-
pretada de modo extensivo con el fin de
incluir en ella un error de clasificacién del
proyecto ya que ese motivo de objecién no
estd expresamente previsto. Esa tesis se
confirma también por el andlisis del Regla-
mento que el Tribunal de Justicia llevd a
cabo en la sentencia ASA, antes citada, De
ella resulta en efecto que el deber de todas
las autoridades competentes de comprobar
que la clasificacién efectuada por el notifi-
cante se ajusta a las normas del Reglamento

34 — El artfculo 4, apartado 3, letra a), se refiere a los supuestos en

los que los Estados miembros pueden adoptar medidas de

rohibicién general o parcial o de oposicién sistemdtica
E’sentencia DaimlerChrysler, antes citada, apartado 51).

35 — Asf, en lo que se refiere al artfculo 4, apartado 3, letra b), sélo
prevé la facultad de objecién en tres supuestos: con el fin de
aplicar el principio de autosuficiencia a nivel comunitario y
nacional; cuando la instalacién tenga que eliminar los
residuos de una fuente més préxima a los que se haya
reconocido prioridad, y para garantizar que los traslados
cumplen los planes de gestién de residuos, En cuanto a la
letra c), de la misma disposicin, en ella se definen los tres
motivos de objecién siguientes: si el traslado no se ajustaa la
normativa nacional en materia de proteccién del medio
ambiente, de orden piblico, de seguridad ptblica o de
proteccién de la salud; cuando el notificante haya sido
condenado anteriormente por traslados ilicitos, y si el
traslado es contrario a las obligaciones dimanantes de
convenios internacionales.

36 — Sentencia DaimlerChrysler, antes citada, apartado 50.
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no deriva de las disposiciones especificas que
definen las objeciones que los Estados
miembros pueden formular a los traslados
de residuos, es decir, de los articulos 4,
apartado 3, y 7, apartado 4, del Reglamento,
sino del sistema de éste. * En otros términos,
el error de clasificacién es un motivo de
objecién diferente de los previstos por los
articulos 4, aapartado 3, y 7, apartado 4, del
Reglamento, *

33. Asf pues, puedo deducir de ese andlisis
las siguientes observaciones. Por una parte,
s6lo en el supuesto de una notificacién de
traslado de residuos destinados a Ia elimina-
cién puede la autoridad competente de

expedicién denegar su transmisién, en el

marco del procedimiento especifico del
artfculo 3, apartado 8, del Reglamento. Por
otra, esa denegacion sélo puede fundarse en
uno de los motivos enunciados limitativa-
mente por el articulo 4, apartado 3, del
Reglamento, y esa norma no incluye el
supuesto de que la autoridad competente
de expedicién juzgue que la clasificacién del
proyecto por el notificante es errénea. De
ello deduzco que la autoridad competente de
expedicién no estd facultada para negarse a

37 — Sentencia ASA, antes citada, apartados 40 y 47. Véase
también el auto de 27 de febrero de 2003, Olichandel Koeweit
y otros {asuntos acumutados C-307/00 a C-311/00, Rec. p. I-
1821), apartado 112, En la sentencia ASA, antes citada, el
Tribuna} de Justicia estimé que esa obligacién de todas las
autoridades competentes nace en particular del artfculo 26
del Reglamento, que obliga a los Estados miembros a prohibir
y sancionar todo tréfico ilicito, asf como del artfculo 30,
apartado 1, del mismo Reglamento, que enuncia expresa-
mente la obligacién general de los Estados miembros de
adoplar las medidas “necesarias para garantizar que los
trastados de residuos se cjecuten de conformidad con lo
dispuesto en el propio Reglamento.

38 — Desde un punto de vista cronolégico, el error de clasificacién
debe denunciarse antes que los motivos de objecién
mencionados en los artfculos 4, apartado 3, y 7, apartado 4,
del Reglamento. Solo después de comprobar que la
clasificacidn del proyecto es correcta, pllC(llC oponer cada
autoridad competente un motivo de objecién de los
mencionades en dichos preceptos.

transmitir esa notificacién cuando considere
que la clasificacién del proyecto de traslado
de que se trate es errénea. Tal negativa,
cuando el traslado haya sido clasificado
como operacién de eliminacién por el
notificante, excederia de lo que el legislador
comunitario dispuso en las normas de los
articulos 3, apartado 8, parrafo segundo, y 4,
apartado 3, del Reglamento. Cuando, como
en el presente asunto, el traslado haya sido
clasificado como operacién de valorizacién,
tal negativa careceria también de todo
fundamento legal y de ella resultarfa la
privacién parcial de eficacia de las normas
antes citadas, ya que se reconocerfa, en el
caso de un traslado con fines de valorizacién,
una facultad denegatoria que la aplicacién
conjunta de esas normas prohibe precisa-
mente en el contexto del procedimiento de
un traslado con fines de eliminacién, que sin
embargo es mds riguroso.

34. El contenido de los articulos 3, apar-
tado 8, y 6, apartado 8, del Reglamento, que
reconocen la facultad de la autoridad com-
petente de expedicién para transmitir ella
misma, en lugar del notificante, el proyecto
de traslado a las demds autoridades compe-
tentes y al destinatario, lleva pues a excluir, a
mi parecer, que esa autoridad pueda reclasi-
ficar de oficio ese traslado o denegar esa
transmisién cuando estime que la clasifica-
cién de ese proyecto por el notificante es
errénea. En tal supuesto, la autoridad
competente de expedicién debe oponerse al
traslado de que se trata conforme a los
mismos requisitos que le serfan exigibles si la
transmisién del proyecto corriera a cargo del
notificante, es decir, formulando una obje-
cién dentro de los plazos fijados a tal objeto
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por el articulo 4 del Reglamento, en el caso
de un traslado clasificado como operacién de
eliminacién, o en el articulo 7 del mismo
Reglamento en el caso de un traslado
proyectado para la valorizacién segGn el
documento de seguimiento, como el Tribu-
nal de Justicia manifesté en la sentencia
ASA, antes citada. A mi entender, asf lo
confirma el examen del sistema del Regla-
mento.

35. Como ya he sefialado, en el sistema del
Reglamento corresponde al notificante cum-

plimentar el documento de seguimiento que.

debe ser transmitido a todas las autoridades
competentes y al destinatario de los residuos.
Fl notificante debe también celebrar un
contrato con ese destinatario con objeto de
la eliminacién o de la valorizacién de esos
residuos. A él le incumbe pues, légicamente,
clasificar la operacién de traslado proyec-
tada, ya que de esa clasificacién depende el
objeto del contrato que le vincula con el
destinatario. He sefialado también que la
autoridad competente de destino estd obli-
gada a acusar recibo de la notificacién del
proyecto en tres dias y que el envio de ese
acuse de recibo a las demds autoridades
competentes hace correr los plazos fijados
para que éstas formulen objeciones, soliciten
informacién complementaria o impongan
condiciones a la realizacién de la operacién.
Asf pues, queda expuesto que, en aplicacién
del articulo 4, apartado 2, letra b), del
Reglamento, la autoridad competente de
expedicion puede oponer objeciones a un
traslado de residuos destinados a su elimi-
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nacién en el plazo de los veinte dias
siguientes al envio del acuse de recibo de la
notificacién de ese traslado por la autoridad
de destino. De modo similar, con arreglo al
articulo 7, apartado 2, del Reglamento, la
autoridad competente de expedicién puede
formular una objecién al proyecto de tras-
lado de residuos para su valorizacién en el
plazo de los treinta dfas siguientes al envio de
ese acuse de recibo.

36. El buen funcionamiento de este sistema
exige pues, a mi juicio, que el proyecto, tal
como ha sido clasificado por el notificante,
sea efectivamente transmitido a las auto-
ridades competentes interesadas a fin de que
los plazos fijados por el Reglamento comien-
cen a correr, por una parte, y de que a todas
esas autoridades les sea posible manifestar su
apreciacién del proyecto de que se trate, en
particular sobre su clasificacion, por otra. Si
se reconociera a la autoridad competente de
expedicién la facultad de reclasificar de oficio
el traslado proyectado o de denegar su
transmisién se privarfa por tanto al notifi-
cante de la posibilidad que le garantiza el
Reglamento de conocer en los plazos muy
breves fijados por éste el criterio de todas las
autoridades competentes sobre su proyecto
de traslado.®® Se privarfa también a las
autoridades competentes de destino y de

39 — Sentencia DaimlerChrysler, antes citada, apartado 70. La
voluntad de que el notificante pueda confiar en los plazos a
los que deben ajustarse las autoridades competentes, que se
pone de manifiesto en el Reglamento, habfa sido expresada
con suma claridad por el Comité Econémico y Social durante
los trabajos preparatorios de la adopcién del Reglamento
[dictamen sobre la propuesta de Reglamento (CEE) del
Consejo relativo a la vigilancia y el control de los traslados de
residuos en el interior, a la entrada y a la salida de la
Comunidad (91/C 269/03) (DO 1991, C-269, p. 10,
punto 2.3.2)],



SIOMAB

trdnsito del derecho que les reconoce el
Reglamento, como anuncia su noveno con-
siderando, a ser debidamente informadas del
proyecto previsto y de poder oponer a éste
sus propias objeciones, con independencia
de la apreciacién de la autoridad competente
de expedicién sobre la clasificacién de la
operaci6n. *©

37. Es verdad que esa notificacién puede
generar un riesgo de divergencias en la
clasificacién de un mismo proyecto de
traslado por las diferentes autoridades com-
petentes. No obstante, como el Tribunal de
Justicia manifestd en la sentencia ASA, antes
citada, ese riesgo es inherente al sistema
establecido por el propio Reglamento,™
Como el demandante en el litigio principal
expuso con gran claridad en la vista, sobre
todo puede interesar al notificante, en un
caso en el que, como en este asunto, la
autoridad competente de expedicién estd en
desacuerdo con él sobre la clasificacién del
proyecto de que se trate, En ese supuesto, un
notificante tiene un interés cierto en conocer
el criterio de todas las autoridades compe-
tentes sobre su proyecto. Asf, en este asunto,
Siomab estarfa ciertamente en mejor posi-
cién para defender sus intereses en el marco
del conflicto con el IBGE sobre la clasifica-
cién de su proyecto de traslado si también la
autoridad de destino hubiera podido mani-
festar su criterio sobre esa clasificacién. En el
caso de que la autoridad de destino hubiera
estimado, como el IBGE, que el traslado de
que se irata constituye una operacién de
eliminacidn y ésta no hubiera sido autorizada
en la mina de Teutschenthal, Siomab podrfa

40 — Véase cn ese sentido el auto Olichandel Koeweit y otros,
antes citado, apartado 102.

41 — Scatencia ASA, antes citada, apartado 44.

renunciar a su proyecto de traslado y evitar
la carga de un litigio judicial. A Ia inversa, si
la autoridad de destino hubiera estimado, al
contrario que el IBGE, que el traslado
discutido fue vélidamente clasificado por el
notificante como operacién de valorizacién,
Siomab podrfa ampararse en esa apreciacién
en el contexto del recurso ante el érgano
jurisdiccional belga, ya que, recuérdese, los
conceptos de «eliminacién» y de «valoriza-
cién» son conceptos comunitarios cuya
definicién no debe pues variar de un Estado
miembro a otro.*? El riesgo de divergencias
de clasificacién de un mismo traslado,
inherente al sistema del Reglamento, puede
de ese modo, en caso de conflicto entre el
notificante y una autoridad competente,
presentar una ventaja para aquél. Como la
Comisién expuso con razén a mi entender, el
sistema del Reglamento exige que pueda
tener lugar un didlogo entre todas las auto-
ridades competentes y el notificante sobre Ia
clasificacién del proyecto de traslado pre-
visto, y ello dentro de los plazos fijados por
ese Reglamento.

38. Ademds, esa solucién no limita en
absoluto las facultades de la autoridad
competente de expedicion para controlar la
clasificacién del proyecto de que se trate y
para oponerse a su realizacién si considera
que esa clasificacién es errénea. Asi pues,
cuando, como en el presente asunto, el
proyecto de traslado haya sido clasificado
como operacién de valorizacién, del

42 — Véase en ese sentido la sentencia de 13 de febrero de 2003,
Comisién/Alemania (C-228/00, Rec. p. I-1439), apartado 36.
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artficulo 8 del Reglamento resulta que el
traslado no puede ser realizado si se ha
formulado una objecién por esa autoridad en
el plazo fijado por el articulo 7, apartado 2,
del mismo Reglamento. Igual conclusién se
impone cuando el traslado haya sido clasifi-
cado como operacién de eliminacién, puesto
que, segtin el articulo 4, apartado 2, letra a),
la realizacién de ese traslado debe ser
autorizada por la autoridad competente de
destino en el plazo de los treinta dfas
siguientes al envio del acuse de recibo
mencionado y esa autorizacién sélo puede
ser concedida a falta de objeciones de las
demés autoridades competentes.

39, Por esas razones, me inclino a considerar
que los articulos 3, apartado 8, y 6,
apartado 8, del Reglamento confieren a la
autoridad competente de expedicién una
competencia reglada en virtud de la que estd
obligada a transmitir el proyecto de traslado
a las demds autoridades competentes y al
destinatario tal como ha sido clasificado por
el notificante. *® Si la autoridad competente
de expedicién estima que la clasificacién del
traslado es errénea debe formular una
objecién contra aquél. En cuanto a los

43 — Comparto también el criterio de la Comisién segiin el que ese
anélisis no deberfa llegar a prohibir a la autoridad
competente de expedicién, en ejercicio de una buena
administracion, devolver el expediente al notificante st el
documento de seguimiento incurre en un vicio de forma que
impida un examen del proyecto por las autoridades
competentes, como la falta de una firma o de algunas
menciones obligatorias. Por otra parte, ni los articulos 3,
apartado 8, y 6, apartado 8, del Reglamento, ni ninguna otra
de sus disposiciones prevén en qué plazo debe realizar la
transmision la autoridad competente de expedicién. Me
inclino a pensar que, en vista del procedimiento que define el
Reglamento, dicha autoridad debe garantizar esa transmisién
en un breve plazo a partir de la recepcién del documento de
seguimiento y que, en todo caso, dicho plazo no deberfa ser
mayor que el establecido en los articulos 4, apartado 2,
letra a), y 7, apartado 2, del Reglamento para que la
autoridad competente de destino se manifieste sobre el
proyecto de traslado.
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requisitos de forma conforme a los que esa
objecién debe ser formulada, considero que
son aplicables las reglas enunciadas en los
articulos 4, apartado 2, letra b), y 7,
apartado 2, parrafo primero, del Reglamento,
de modo que esa objecién deberd comuni-
carse «por escrito al notificante con copias a
las demds autoridades competentes afec-
tadas». Respecto al problema de determinar
si esa objecién debe ser comunicada al
mismo tiempo que se transmite el proyecto
o posteriormente, como pregunta el Tribunal
remitente, ambas opciones me parecen
permitidas. Lo importante, en mi opinién,
es que la objecidn de la autoridad compe-
tente de expedicién sea formulada antes del
término -de los plazos previstos en el
artfculo 4, apartado 2, letra b), si el
notificante clasifica el proyecto como tras-
lado de residuos para su eliminaci6n, y en el
articulo 7, apartado 2, si lo clasifica como
traslado de residuos para su valorizacion.

40. Propondré pues al Tribunal de Justicia
responder a la Cour d’appel de Bruxelles que
el Reglamento debe interpretarse en tal
sentido que en el supuesto de que un Estado
miembro haga uso del procedimiento de
notificacién del documento de seguimiento
por la autoridad competente de expedicion,
en aplicacién de los articulos 3, apartado 8, y
6, apartado 8, del Reglamento, cuando la
autoridad competente de expedicién consi-
dere que esa clasificacién es errénea, no
puede denegar la practica de esa notificacion
en razén de la clasificacién errénea del
proyecto de traslado e instar al notificante a
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presentar un nuevo documento de segui-
miento, ni puede reclasificar de oficio el
proyecto de traslado antes de llevar a cabo su
notificacién. Esa autoridad debe practicar la
notificacién y oponer una objecién motivada
por ese error de clasificacion. Esa objecién
debe ser comunicada por escrito al notifi-

cante con copia a las demds autoridades
interesadas dentro de los plazos previstos en
el articulo 4, apartado 2, letra b), si el
proyecto se clasifica como traslado de
residuos para su eliminacién, y por el
articulo 7, apartado 2, si se clasifica como
traslado de residuos para su valorizacién.

VI. Conclusion

41. En vista de las anteriores consideraciones propongo al Tribunal de Justicia
responder a la cuestién prejudicial formulada por la Cour d’appel de Bruxelles del
siguiente modo:

«El Reglamento (CEE) n° 259/93 del Consejo, de 1 de febrero de 1993, relativo a la
vigilancia y al control de los traslados de residuos en el interior, a la entrada y a la
salida de la Comunidad Europea, debe interpretarse en tal sentido que en el
supuesto de que un Estado miembro haga uso del procedimiento de notificacién del
documento de seguimiento por la autoridad competente de expedicién, en
aplicaci6n de los articulos 3, apartado 8, y 6, apartado 8, del Reglamento, cuando
la autoridad competente de expedicién considere que esa clasificacion es errénea, no
puede denegar la préctica de esa notificacién en razén de la clasificacién errénea del
proyecto de traslado e instar al notificante a presentar un nuevo documento de
seguimiento, ni puede reclasificar de oficio el proyecto de traslado antes de llevar a
cabo su notificacion. Esa autoridad debe practicar la notificacién y oponer una
objecién motivada por ese error de clasificacién. Esa objecién debe ser comunicada
por escrito al notificante con copia a las demds autoridades interesadas dentro de los
plazos previstos en el articulo 4, apartado 2, letra b), si el proyecto se clasifica como
traslado de residuos para su eliminacién, y por el articulo 7, apartado 2, si se clasifica
como traslado de residuos para su valorizacién.»
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